
Conscientes de este desafío para los menores migrantes, en 2019 las jornadas de coordinación de las 
Defensorías de España han estado dedicadas a la atención a menores extranjeros no acompañados. Entre las 
demandas que formulamos con ocasión de este encuentro está la de redoblar todos los esfuerzos tendentes 
a garantizar la defensa de los derechos de los menores de edad que se encuentran en España en situación de 
especial vulnerabilidad y desprotección al carecer de referentes familiares. Nuestra sociedad está obligada a 
la protección de la infancia y de la adolescencia sin ningún tipo de discriminación, y atendiendo debidamente 
a cada menor según sus circunstancias y necesidades cambiantes.

A continuación damos cuenta de modo resumido de las distintas actuaciones realizadas en defensa de los 
derechos de la infancia y adolescencia en nuestra Comunidad Autónoma, relacionadas, fundamentalmente, 
con la situación de los menores en especial situación de vulnerabilidad así como con la actividad del Ente 
Público de Protección de Menores y la Administración encargada de la ejecución de las medidas acordadas 
por los Juzgados de Menores.

Hemos de señalar que se trata de un relato resumido de dichas intervenciones al quedar pendiente el 
desglose más pormenorizado y detallado de las quejas, así como de otras actuaciones relativas a personas 
menores de edad y en función del derecho objeto de protección, en el Informe anual que esta Institución 
presenta ante el Parlamento en su condición de Defensor del Menor. 

1.7.2. Niños y niñas en situación de especial vulnerabilidad

1.7.2.1. Denuncias de riesgo en el entorno social y familiar de los menores
Suele ser frecuente que recibamos denuncias que relatan la situación de riesgo de algún menor, solicitando 

la intervención del Defensor para solventar el problema. A tales efectos, por carecer esta institución de 
competencias y medios para realizar dichas actuaciones de forma directa, nuestra intervención se centra 
en derivar de forma urgente el caso a las Administraciones públicas competentes para ello, efectuando un 
seguimiento de las actuaciones que al respecto hubieran podido realizar. 

Muchas de las denuncias que recibimos nos llegan procedentes de personas que tienen conocimiento de 
la situación de riesgo de algún menor por su relación de vecindad. Generalmente las personas denunciantes 
no nos proporcionen sus datos personales o nos solicitan expresamente que estos no sean revelados, todo 
ello por miedo a represalias por parte de la familia u otras personas del entorno. 

En estos supuestos, y a pesar de la fragilidad inherente a un testimonio proporcionado de forma anónima, 
ante la posibilidad de que pudiéramos pasar por alto una posible situación de riesgo, damos traslado de 
los hechos a la Administración más cercana a la familia -servicios sociales comunitarios- a fin de que, con 
la debidas cautelas, y procurando evitar intromisiones no necesarias en la intimidad familiar, se realicen las 
comprobaciones que fueran precisas y, en su caso, se activen los mecanismos previstos para la protección 
de los derechos e interés superior de los menores.

Los hechos denunciados suelen ser comunes y derivan de indicios visibles de atención inadecuada a 
algún menor, por el aspecto de su ropa, falta de higiene, por permanecer en la calle en horas inadecuadas. 
También son testigos directos de cómo los padres tienen un comportamiento despectivo respecto de los 
hijos -maltrato psicológico-, con gritos e insultos, a veces incluso con maltrato físico. Igualmente son lugares 
comunes en muchas de estas denuncias la situación generada por los problemas de drogadicción de los 
padres o la especial situación de riesgo que conlleva el ejercicio de la prostitución.

Sin dejar de lado que en algunos casos gracias a estas denuncias se tiene conocimiento por primera 
vez de la situación de riesgo de algún menor, y que gracias a ello la Administración puede intervenir en 
congruencia con la entidad de los indicios detectados, lo cierto es que tras nuestra intervención en la gran 
mayoría de las ocasiones hemos podido constatar que la situación de riesgo denunciada ya era conocida por 
los servicios sociales municipales, existiendo antecedentes de intervenciones con la familia, con altibajos 
de mayor o menor éxito, pero sin que el diagnóstico del problema, que es frecuente que esté cronificado, 
aconseje intervenciones que no pudieran ser ejecutadas en el mismo entorno social en que se desenvuelve 
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la familia, sin separar a los menores de sus progenitores. (queja 18/6116, queja 19/3015, queja 19/5534, 
queja 19/6147).

Pero también es frecuente que las denuncias de riesgo provengan de la familia extensa. En este ámbito 
adquieren protagonismo las quejas remitidas por abuelos, sean estos por línea paterna o materna, que en 
abierta discrepancia con los padres sobre la atención que dispensan a sus nietos, se dirigen al Defensor 
para que intervengamos en su protección. 

Tras dar traslado de estas quejas a los servicios sociales municipales, en el informe que recibimos suele 
resaltarse un trasfondo de fuerte conflictividad familiar, con enfrentamiento entre los padres y su familia 
extensa, o entre la familias extensas paterna y materna, lo cual a su vez influye en la estabilidad familiar y en 
el cuidado que se proporciona a los menores. Dicha conflictividad familiar dificulta en mucho la intervención 
de los servicios sociales y condiciona la efectividad de las posibles ayudas para solventar las carencias y 
problemas detectados.(queja 18/4126, queja 18/7251, queja 19/0379, queja 19/1314). 

Y en cuanto a la conflictividad familiar, no podemos dejar de lado las quejas que recibimos tras producirse 
una ruptura de la relación de pareja, con acusaciones a la otra parte de desatención a los hijos comunes, 
solicitando la intervención de los servicios sociales para que documenten su situación y así poder aportar 
esta prueba en el litigio sobre la guarda y custodia.

Sin dejar de lado la posible veracidad de algunas de las manifestaciones realizadas en estas denuncias, lo 
cierto es que se efectúan en un contexto en que los profesionales intervinientes han de adoptar una actitud 
de prudencia ante el sesgo de la interpretación que la persona denunciante realiza de conductas de la parte 
contraria, culpabilizándola de cualquier cuestión negativa que afecte al hijo que tienen en común. (queja 
19/0505, queja 19/4725, queja 19/6092, queja 19/6527).

Otra de las fuentes de denuncias sobre situaciones de riesgo de menores de edad proceden de personas 
que cumplen condena en prisión. La estancia en prisión de uno de los progenitores conlleva una situación 
de crisis en la organización y funcionamiento de la 
familia, en la que uno de los progenitores se ha de 
hacer cargo de los hijos comunes a solas, o con 
apoyo de familia extensa. 

Esta situación de crisis familiar suele estar 
estrechamente vigilada por los servicios sociales 
de zona en coordinación con los servicios sociales 
de la prisión, no siendo precisa en la mayoría de las 
ocasiones la adopción de medidas de protección 
que impliquen la separación del menor de su 
entorno familiar y social, centrándose la queja 
del interno en la insuficiente ayuda que recibe su 
familia de los servicios sociales, o discrepando de 
los informes que remiten los servicios sociales municipales al Ente Público sobre la evolución de los menores 
con su familia. (queja19/0617, queja 19/1389, queja 19/5044).

También se reciben denuncias procedentes de la dirección o profesorado de centros escolares quienes, 
por su relación directa con los menores, obtienen indicios de posibles situaciones de desatención 
(queja 19/1715, queja 19/3800).

1.7.2.2. Supervisión de las actuaciones de los Servicios Sociales Comunitarios
Nuestra intervención en las quejas o denuncias relativas a situaciones de riesgo se centran en verificar 

el correcto funcionamiento de los instrumentos de detección e intervención social. Asimismo que 
esta intervención resulta congruente con las competencias asignadas a la corporación local y que es 
razonablemente eficaz. 

“Velamos por el 
funcionamiento de los 
instrumentos para la 
detección de situaciones 
de riesgo de menores”
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http://www.defensordelmenordeandalucia.es/activan-tras-la-denuncia-del-director-de-un-centro-para-declarar-en-desamparo-a-un-alumno-y-asumir

